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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN CIVIL

Magistrada Ponente

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

Bogotá D. C., veintidós (22) de noviembre de dos mil once (2011).
(Aprobada en sesión de 10 de octubre de 2011)

Ref: Exp. 05001-3103-005-1999-17985-01
Decide la Corte el recurso de casación interpuesto por la empresa Imbocar S.A. frente a la sentencia de 18 de marzo de 2010 proferida por la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, dentro del proceso ordinario promovido por Sara Inés Jaramillo Lopera, en nombre propio y en representación de su menor hijo Luis Fernando Sierra Jaramillo, contra aquella, quien a su vez llamó en garantía a las sociedades Chubb de Colombia Compañía de Seguros S.A. y Seguros Colpatria.

I.-
EL LITIGIO

1.- En la demanda, los actores pretenden se declare que “[l]a sociedad demandada es civilmente responsable, frente a los demandantes, por los perjuicios de todo tipo sufridos por ellos con motivo de la muerte del señor Luis Fernando Sierra Botero” y que como consecuencia, está obligada a indemnizarlos así:

a.- Para Sara Inés Lopera, por daños materiales, la suma de $7.500.000.oo equivalentes al valor comercial del vehículo de su propiedad de placas EVL-632, destruido en el accidente, más “$852.128.950 equivalentes al perjuicio derivado de la pérdida de la ayuda económica que le brindaba su cónyuge” y “la suma de $10.000.000 (…) por daños morales”.

b.- “Para Luis Fernando Sierra Jaramillo, por daños materiales, la suma de $388.017.250 equivalentes al perjuicio por él sufrido con ocasión de la ayuda económica futura que dejó de prestarle su padre fallecido” y adicionalmente $10.000.000, “por daños morales”, “sumas (…) corregidas monetariamente desde la fecha de la muerte de la víctima, hasta el día en que las indemnizaciones sean pagadas”.

2. La causa petendi admite el siguiente compendio:

a.- El 18 septiembre de 1998, aproximadamente a las 5:30 p.m., Luis Fernando Sierra Botero se dirigía a su residencia ubicada en el municipio de El Retiro conduciendo el automotor antes citado de propiedad de su esposa y cuando circulaba por el sitio denominado Loma el Tesoro, en la parte alta de El Poblado fue impactado por el furgón de placas SAW-597, que en sentido contrario se dirigía a gran velocidad, causándole la muerte instantáneamente.

b.- El último automotor mencionado era de propiedad de Jairo Antonio García y lo manejaba Fabián Alexander Agudelo, quien para la fecha del accidente trabajaba para la demandada, la que a su vez lo explotaba.

c.- En el momento y por el sendero donde ocurrieron los hechos estaba prohibida la circulación de vehículos pesados como el referido, por ser demasiado inclinado y porque corren el enorme riesgo de perder el sistema de frenos, como en efecto aquí ocurrió.

d.- “Pero fuera de lo anterior, el simple hecho de poner en circulación un vehículo de semejante peso, constituye el ejercicio de una actividad peligrosa y en consecuencia, así no haya existido culpa de su conductor, el guardián del furgón, en ese caso la sociedad demandada es responsable por los daños que puedan causar a terceros”.

e.- El occiso conducía a un ritmo moderado, atendiendo las condiciones de inclinación de la vía, yendo en ascenso, lo que le impedía subir rápido.

f.- El vehículo en que se movilizaba se destruyó completamente.

g.- Al momento de perecer Luis Fernando Sierra Botero, quien contaba con 38 años de edad, su esposa de 32, se encontraba en estado de embarazo y varias semanas después, exactamente, el 6 de noviembre de 1998 nació un niño a quien llamó Luis Fernando.

h.- El fallecido contaba con ”muy buenas proyecciones en la industria dentro de la cual se desempeñaba [pues] hasta varios meses antes de su muerte (…) trabajaba como gerente comercial de la empresa Proplas S.A., en la cual devengaba un salario mensual fijo de $3.822.750” y en razón de “su éxito profesional (…) decidió independizarse y fundar su propia empresa cuyo objeto consistía en la fabricación y comercialización de insumos plásticos para la industria” y durante los meses en que “estuvo al frente de su propia empresa, (…) obtuvo ingresos superiores a los que devengaba en su anterior trabajo. Además había logrado establecer relaciones comerciales permanentes con importantes empresas nacionales, lo que prueba que con su muerte se truncó una lucrativa carrera profesional”, por lo que “el ingreso promedio mensual, al momento de fallecer puede estimarse en la suma de $5.000.000) [que] proyectado a unos meses posteriores, puede estimarse en la suma fluctuante entre los siete y 10 millones de pesos”.

i.- Los actores resultaron afectados con el deceso de su cónyuge y padre ya que “[c]on su trabajo (…) sostenía a su esposa y con seguridad iría a sostener a su hijo póstumo, no sólo por la unión familiar que existía sino por la enorme felicidad con que recibió la noticia del embarazo de su esposa y por la gran expectativa que significaba para él el nacimiento de su primogénito”, a la par que “se han visto privados de los afectos del padre y esposo, lo que ha generado y generará en los demandantes una pérdida afectiva insustituible, generándose, entonces, profundos perjuicios morales”.

3.- Enterada la compañía convocada, se opuso a las pretensiones por considerar que no se configuran los elementos que estructuran la responsabilidad civil extracontractual, pues el nexo causal se encuentra roto por causa extraña y adicionalmente, por existir una tasación exagerada del perjuicio.

Además, propuso las defensas de “fuerza mayor o caso fortuito”, sustentada en haberse presentado un hecho imprevisible e irresistible como fue la falla en el sistema de frenos, no obstante que la empresa en forma permanente le hacía mantenimiento al carro; “tasación excesiva del perjuicio”, al invocarse unos ingresos de $3.822.750 que el extinto percibía en Proplas, cuando ésta al vincularlo al Seguro Social reportó unos mensuales de $216.000, e igualmente se muestra alejado de la realidad que la actividad del mismo le produciría ingresos por $5.000.000 y $7.000.000, pues la independencia genera que al inicio de ella y durante varios años, mientras se alcanza un punto de equilibrio, aquellos sean bajos, por no decir que no se presentan, y finalmente, “improcedencia de la doble indemnización”, por cuanto la aseguradora Colseguros indemnizó a la señora Sara Inés Jaramillo con la suma de $8.439.000 por la pérdida del automóvil, por lo que la actora desistió de la pretensión relativa a ese pago, que le fue aceptada mediante auto del 1º de febrero de 2000.

4.- La convocada llamó en garantía a Chubb de Colombia Compañía de Seguros S.A. y a Seguros Colpatria S.A., en virtud del contrato que las une; con aquélla, a través de la póliza modular 43001101, que entre sus amparos tiene “el de responsabilidad, el civil por predios labores y operaciones con un valor asegurado de $120.000.000” (sic), y con ésta, mediante la Nº 970832871 de “responsabilidad civil por muerte o lesiones a dos o más personas con un valor asegurado de $20.000.000”, pretendiendo que en el evento de una sentencia condenatoria en contra de Imbocar, se declare que aquellas deben reembolsarle a ésta las sumas indexadas que cancele en virtud del fallo.

5.- El Juzgado de conocimiento finiquitó la primera instancia mediante providencia de 2 de agosto de 2006 en la que declaró infundadas las excepciones propuestas por la sociedad demandada y la condenó a pagarle a los actores el valor de los perjuicios, por lucro cesante futuro y consolidado, así:

“a).- Para Inés Jaramillo Lopera, por lucro cesante futuro:

1. Por perjuicios patrimoniales, la suma de $164.771.548,oo m.l.

2. Por perjuicios extrapatrimoniales, la suma de $10.000.000,oo m.l.

Por lucro cesante consolidado:

1. La suma de $191.448.622,30 m.l

b.) Para el niño Luis Fernando Sierra Jaramillo:

Por lucro cesante futuro:

1. Por perjuicios patrimoniales, la suma de $434.971.713,60 m.l.

2. Por perjuicios extramatrimoniales, la suma de $10.000.000,oo m.l.

Por lucro cesante consolidado: 

1. La suma de $191.448.622,30 m.l.”

Así mismo, ordenó la cancelación de intereses legales de las anteriores cantidades, a partir de la ejecutoria de la sentencia y hasta cuando aquella se produzca.

De igual forma, declaró infundadas las defensas de las aseguradoras llamadas en garantía y dispuso que éstas debían reembolsarle a la convocada las sumas que desembolsara en virtud de las condenas, de acuerdo con los términos de los contratos de seguros celebrados.

Finalmente, condenó a la demandada a pagar las costas del proceso.

6.- Mediante fallo aclaratorio de 25 agosto de 2006, el a quo, previa petición de la parte accionada corrigió y complementó el anterior en cuanto al monto de los perjuicios se refiere, así:

“a.) Para Sara Inés Jaramillo Lopera:

Por lucro cesante futuro:

1. Por perjuicios patrimoniales, la suma de $41.849.772.88 m.l.

2. Por perjuicios extrapatrimoniales, la suma de $16.326.750,oo m.l.

Por lucro cesante consolidado:

1. La suma de $48.625.884,83 m.l.

b.) Para el niño Luis Fernando Sierra Jaramillo:

Por lucro cesante futuro:

1. Por perjuicios patrimoniales, la suma de $110.476.986,70 m.l.

2. Por perjuicios extrapatrimoniales, la suma de $16.326.756,oo m.l.

Por lucro cesante consolidado:

1. La suma de $48.625.884,83 m.l.”

Además dejó vigente la orden de pagar intereses legales sobre las mencionadas sumas y lo dispuesto frente a las llamadas en garantía.

7.- La referida decisión fue confirmada por el superior, modificándola en cuanto al “monto de los perjuicios patrimoniales para indicar que las condenas impuestas a Imbocar S.A. ascienden, por concepto de perjuicios patrimoniales a la suma de $852.128.950 a favor de Sara Inés Jaramillo Lopera, y $388.017.250 a favor de Luis Fernando Sierra Jaramillo, sumas que deberán actualizarse bajo el factor del IPC”.

II.
FUNDAMENTOS DEL FALLO IMPUGNADO

1.- El sentenciador comenzó por constatar la concurrencia de los presupuestos procesales y la inexistencia de causal de nulidad que pudiera invalidar lo actuado, a la vez que halló satisfecha la legitimación en la causa de los contendientes, a partir del parentesco de los actores con el fallecido y la calidad de propietaria de la demandada con respecto al automotor causante del accidente.

2.- En lo referente al entendimiento jurídico de la responsabilidad invocada como fundamento de la pretensión indemnizatoria, la ubicó en el ámbito extracontractual y con apoyo en el artículo 2341 del Código Civil identificó los elementos derivados del mismo para su estructuración, acotando que al tenor del canon 2356 ibídem, “la culpa se presumía de quien despliega una actividad peligrosa”, correspondiéndole al demandado la carga de acreditar una causa extraña, como única forma de exoneración.

Respecto de la responsabilidad por el ejercicio de aquellas refiere “que aún hoy en día permanecen incólumes las presunciones que surgen en contra de cada uno de los manipuladores de las actividades peligrosas, cuando éstas colisionan, sólo que en estos casos, el juez estará abocado a examinar la conducta de los sujetos y precisar cuál de ellas fue determinante o tuvo una incidencia causal relevante en la producción del daño”.

“En el caso sub judice, aflora como causa determinante y exclusiva del accidente en el que perdió la vida el señor Luis Fernando Sierra Botero, el actuar desplegado por el conductor del vehículo de la demandada” que según lo informado por el representante legal de ésta, “se produjo (…) por recalentamiento de frenos y falla mecánica” tomando “una velocidad que no pudo controlar, chocando contra el vehículo de Sierra Botero”.

Luego, de aludir a la fuerza mayor y caso fortuito esgrimidos por la convocada como eximentes de responsabilidad señalando que para su admisión “no basta con probar su ocurrencia sino que se hace menester, acreditar además, la ausencia de culpa del demandado, cuyo comportamiento debió prever la posibilidad del hecho dañino y enderezarse a eludirlo, esto es, debió mantener la diligencia necesaria a fin de evitar que se llevará a efecto una sorpresiva circunstancia perjudicial, lo que de paso se diga, ignoró el conductor de la demandada, al transitar con un carro de carga, por una vía donde las precauciones se extreman, incluso para los carros livianos, dada su inclinada topografía”.

A partir de lo anterior, consideró que “la falla mecánica a que se refirió la demandada con la intención de eximirse de su responsabilidad, está lejos de configurar una causa extraña, pues ya se vio como el mismo guardián de la actividad peligrosa funge como garante de su buen estado de funcionamiento, lo que excluye que el hecho pueda catalogarse de imprevisible e irresistible, ya que dicha actividad peligrosa no era ajena a Imbocar”.

Atinente al daño expresa “que corresponde al perjudicado demostrar su existencia, sin lo cual es imposible acceder a la indemnización que se reclama”. Asimismo se refirió al componente de lucro cesante y en cuanto a la certidumbre expuso que “no siempre puede entenderse en su sentido absoluto, pese a ser lo ideal, pues en algunos eventos apunta a una ‘certeza relativa, o sea, con una consideración fundada y razonable’”.

Cita jurisprudencia de esta Corporación, relacionada con la prueba sobre él y plantea que en algunos eventos “no obstante hallarse establecida la existencia del daño y su naturaleza (…) no es factible precisar su cuantía (…) En esos casos, huelga decirlo, en los que es clara la percepción de lucro por parte del occiso y la falta de ayuda económica a sus parientes, demandantes en el proceso, se ha acudido a la equidad, lo cual no quiere decir que se cuantifique el perjuicio con soporte en simples suposiciones o fantasías [pues para ello] se debe tener en cuenta la entidad de la actividad lícita-lucrativa desplegada, la preparación profesional que ella demanda, la trayectoria de la persona en el desarrollo de la misma, el reconocimiento del sujeto en el desempeño de la labor, los antecedentes laborales, la normal remuneración de ese tipo de actividades en el mercado, el estrato social en que el individuo y su familia se desenvolvían, los movimientos económicos que mensualmente se daban, los bienes que poseía, junto con su activo y su pasivo, su declaración de renta y, en fin cualquier otra circunstancia que permita establecer con mediana verdad o razón el quantum de los ingresos del occiso, que generaban la fuente de ayuda económica de su grupo familiar”.

En lo que respecta al asunto en estudio advierte “que los demandantes, aunque no en línea de exclusividad, dependían económicamente de Luis Fernando Sierra Botero, de quien se puede decir, era un sujeto profesional, capacitado, de reconocida trayectoria y mística, que a sus escasos 38 años había alcanzado puestos de vanguardia como el de gerente comercial de una empresa del sector de los plásticos, incluso con una asignación mensual muy por encima de la media nacional, aún para personas profesionales.- Es que en 1998, un salario de $3.822.750,oo, que fuera certificado por Proplas S.A. (…) y ratificado por el jefe de personal de esa empresa (…) equivalía a 18.75 salarios mínimos legales mensuales vigentes en aquella época, en la cual ese guarismo ascendía a $203.826; luego, la mera asignación salarial permite entrever el alto cargo que Sierra Botero llegó a ocupar”.

Agrega que cuando una persona abandona un puesto laboral, en desarrollo de un contrato de trabajo estable para competir en el mercado como empresario, en principio debe sortear innumerables obstáculos e inclusive obtener ganancias mínimas hasta cuando se consolide la fábrica, “sin embargo, en el presente caso hay prueba de que en pocos meses Luis Fernando Sierra Botero había cerrado importantes contratos de suministro (…) se convirtió en proveedor de Prebel S.A. cerrando con ellos cuatro proyectos de abastecimiento de insumos plásticos, tales como vasos, Limas, espátulas y envase de talco…”. Así mismo, C.I. Travel “le compró tres moldes para artefactos de plástico”, como lo expusieron “Andrés Bejarano Palacio, director industrial de Prebel S.A. (…) Sergio Arango Montoya, gerente de la división de Joyería de C.I. Travel  (…) [y] María Gilma Gómez Montoya, Jefe de Logística de Avon”, de cuyos testimonios extrae apartes alusivos a la personalidad, experiencia y competencia profesional del occiso.

Tras considerar que el fallecido “no era un sujeto común y corriente, sino un profesional connotado, con proyección y con un promisorio futuro económico [concluyó que] al instante de su muerte, como mínimo estaba obteniendo unos ingresos similares a los que recibía en la empresa para la que laboró hasta principios de 1998, lo que impone que el cálculo de lucro cesante se haga con cimiento  en una renta de $3.800.000.oo (…)” ilustración precedente a la que “se deben aunar los balances de la empresa Sajal E.U. de propiedad del occiso, que reflejan utilidades del 60%, siendo obvio pensar que el absurdo accidente acabó con la vida de un próspero empresario”.

Igualmente, precisa que “como la indemnización constituye una condena y, más propiamente, una obligación de dar, su cancelación debe darse en un solo pago, pues la solución por instalamentos es excepcional o dependiente de la convención, cual se infiere de leer los preceptos 1627 y 1649 del C.C. No hay, por tanto, que acudir a normas especiales como las relativas a los riesgos profesionales para diferir el pago de la indemnización, entre otras cosas porque su aplicación analógica, como lo sugiere el censor demandado, no debe operar al tratarse de instituciones completamente disímiles, una de carácter civil y la otra de seguridad social” agregando que como la indemnización debe ser integral, no se puede obligar a la víctima a que reciba pagos parciales.

Al concretar el valor de los perjuicios patrimoniales y específicamente el lucro cesante, halló “debidamente probado que tanto la demandante como su hijo resultaron desahuciados económicamente, tras la muerte de su cónyuge y padre, puesto que éste se encargaba de su manutención, ocasionando a los accionantes, tras su fallecimiento, la pérdida del dinero que el occiso destinaba a la atención de las necesidades alimentarias, educativas, recreativas y vivienda de los suyos…”. 

3.- Con base en lo anterior y a partir de $3.800.000,oo liquidó el lucro cesante, descontando lo destinado por el occiso a su propio sostenimiento, en el equivalente al 25% dada su condición de empresario próspero, lo cual lo condujo a tener como sustento para calcular tal rubro del perjuicio la suma de $2.850.000,oo que dispuso repartir “entre ambos demandantes, en partes iguales, siguiendo los lineamientos establecidos en el artículo 1045 y ss del Código Civil respecto a la forma de distribuir la masa sucesoral entre cónyuges e hijos, de manera que se destinará el 50% para la compañera permanente y el 50% para su hijo, es decir $1.425.000 para cada uno [extendido] para Sara Inés Jaramillo Lopera, hasta el tope de la vida probable de su extinto consorte, por ser menor que la suya, 33.2 años más, según el concepto de medicina legal [lo cual] iría hasta el 18 de noviembre de 2031, fecha en la cual la víctima directa habría fallecido de causas naturales, de no haber sucedido el fatídico accidente, y hasta la cual su esposa contaría con su ayuda económica”, período que correspondería a 398 meses, desde la fecha del daño (18/sep/98) hasta la de la sentencia (18/mar/10) es decir, 138 meses, en tanto que el lucro cesante futuro iría desde este último periodo, hasta cuando “la víctima directa habría fallecido de causas naturales”, esto es, hasta el 18 de noviembre de 2031, es decir, 260 meses.

En relación con “el menor Luis Fernando Sierra Jaramillo, el período indemnizable iría hasta la fecha en que cumpliría sus 25 años, edad que razonablemente se asume, como la de culminación de sus estudios superiores, [lapso que] se cumpliría el 6 noviembre 2023” dado que su fecha de nacimiento ocurrió el 6 noviembre de 1998, por lo que “el periodo a liquidar por lucro cesante sería en total de 300 meses. El consolidado comprendería desde la fecha de su nacimiento (6/novi/98) hasta la de [la] sentencia (18/mar/10), es decir, 136 meses). Por su parte, el lucro cesante futuro iría desde la fecha de [tal decisión] (18/mar/10) hasta la fecha en que el menor ha de alcanzar sus 25 años, como ya se anotó, hasta el 6 de noviembre de 2023, es decir, 164 meses)”.

4.- En consecuencia, modificó el fallo apelado, condenando a la demandada a “pagar a los demandantes por perjuicios materiales, en la modalidad del lucro cesante consolidado y futuro las sumas de $852.128.950 a favor de Sara Inés Jaramillo Lopera y (…) $388.017.085 por los mismos conceptos a favor de Luis Fernando Sierra Jaramillo, pues pese a que la liquidación de perjuicios materiales ascendió a $895.123.618.54 para uno y $770.728.312.45 para el otro, lo cierto es que las pretensiones se limitaron a solicitar el pago de $852.128.950 y $388.017.050 respectivamente (…), debiendo el juez circunscribirse a ellas, so pena de incurrir en un fallo ultra petita”, sumas que dispuso actualizar al momento del pago “ bajo el factor del IPC”.
III.-
LA DEMANDA DE CASACIÓN

CARGO ÚNICO

1.- Con sustento en la causal primera del artículo 368 del Código de Procedimiento Civil, la demandada Imbocar S.A. acusa la sentencia “de violación indirecta de normas sustanciales, por error de hecho en la apreciación de la prueba, por aplicación indebida de los artículos 230 de la Constitución Política de Colombia, artículo 16 de la ley 446 de 1998, artículos 1613, 1614, 2341 y 2356 del Código Civil”.

1.1.- El ataque se circunscribe al monto de la indemnización y particularmente a la base del ingreso percibido por el occiso para computarla, sustentándose de la manera que a continuación se compendia:

Empieza señalando que para calcular el lucro cesante, el ad quem no apreció pruebas documentales como la respuesta al derecho de petición del Instituto de Seguros Sociales de fecha 15 de abril de 2003, el extracto de cuenta individual del Fondo de Pensiones Protección S.A., las declaraciones de renta del señor Luis Fernando Sierra Botero correspondiente a los años gravables 1997 y 1998, las dos primeras demostrativas de que el ingreso base de cotización de éste para el año 1997 era de $1.269.933.oo y la última que refirió “un total de ingresos netos por salarios y demás ingresos laborales de $22.859.000” en 1997 y para la siguiente anualidad, de $1.270.000, más $15.000.000 por concepto de honorarios, para un total de $16.270.000, elementos acreditantes de “que la renta sobre la cual se calculó el lucro cesante de $3.800.000 (…) no se probó” pues con tales “documentos no era posible tomar como ingreso base para la liquidación del lucro, la suma de $3.800.000, pues la suma que se logró probar no llega ni a la mitad del ingreso tenido en cuenta erróneamente por el Tribunal”.

2.- Tampoco consideró la inspección judicial con exhibición de documentos a la compañía Proplas S.A. en la cual se determinó que al “señor Luis Fernando Sierra para enero de 1998 le fue liquidado su contrato de trabajo por parte de Proplas S.A., con un salario básico integral de $60.473 diarios”, que al “realizar una simple operación matemática se obtiene como resultado una suma mensual de $1.814.190”.

3.- Se duele igualmente, de que no hubiera tenido en cuenta el testimonio del señor Jorge Enrique García Arango, ni el interrogatorio de parte de la demandante Sara Jaramillo con los cuales se establece que la empresa Sajal estaba iniciando, “no tenía planta de producción de insumos, únicamente tenía los moldes para producirlos” y por lo mismo, no era posible que su gerente Luis Fernando Sierra percibiera un ingreso de $3.800.000.

4.- Estima equivocadamente apreciados los siguientes documentos: Certificado de existencia y representación de la empresa unipersonal Sajal con el que se acredita que su propietaria es la señora Sara Jaramillo y no el fallecido, como lo indica el ad quem; informe del contador público de la referida sociedad, mal denominado por el Tribunal, como balances, dado que corresponde a “un certificado expedido por un contador público que no tiene los soportes contables necesarios”; los “obrantes en el folder anexo negro-cuaderno innominado” demostrativos de que el señor Luis Fernando Sierra era sólo el gerente de Sajal E.U. 

Que igualmente, “apreció de forma errónea los testimonios de los señores Andrés Bejarano Palacio y María Gilma Gómez Montoya quienes expresaron que ‘la producción de dichos envases era encargada a terceros según la estrategia definida por Luis Fernando Sierra’”.

5.- Agrega que también desatinó en la apreciación, tanto de la certificación expedida por Guillermo Múnera Aguilar, jefe de personal de Proplas S.A., como de su testimonio, pues éste, en lugar de ratificar el contenido de aquella, respecto de los ingresos del señor Sierra Botero como lo sostiene el Tribunal, la desvirtúa, ya que a pesar de señalar que el salario de aproximadamente $3.800.000 lo constituía una parte oficial de $1.880.000 y otra especial de $1.900.000 “que se pagaba por fuera o por debajo del salario oficial”, admite que ésta “no se encontraba a su cargo”, sino “del señor Roberto Emilio Arango López, contador de Proplas S.A.”. 

6.- Destaca que de acuerdo con las respuestas dadas por el citado deponente, no era a él a quien le correspondía certificar los ingresos, sino al contador; “sin embargo y sin explicación alguna lo hizo en esta ocasión, pero además acepta desconocer no sólo la fuente obligacional de esa parte especial supuestamente pagada al señor Sierra Botero sino también el pago y la forma del mismo, amén de la existencia o no de registro o comprobantes de esos pagos, siendo entonces evidente la ausencia de fundamento del documento por él suscrito y certificado al menos en cuanto a lo que a la parte ‘especial’ del salario se refiere, y no obstante la claridad en cuanto a la certificación y al testimonio rendido por el señor Múnera Aguilar, el Tribunal, sin mayor reparo, análisis y consideración, dio por aceptada la suma que figura en el certificado, la cual realmente y cotejando todos los elementos probatorios mencionados, nunca logró demostrarse”.

7.- Precisa entonces, que los errores de hecho en que incurrió el ad quem devienen de no haber dado “por demostrado, estándolo que el ingreso base de cotización del señor Luis Fernando Sierra Botero para el año 1997 era de $1.268.933”, anualidad en la cual declaró “un total de ingresos netos de $22.859.000; y para (…) 1998 (…) de $16.270.000”; “que la empresa unipersonal Sajal, de la cual [aquel] era gerente, no contaba con una infraestructura administrativa, ni con planta de producción de los productos que comercializaba y por lo tanto realizaba su producción a través de terceros”; que al citado señor “para enero de 1998 le fue liquidado su contrato de trabajo por parte de Proplas S.A. con un salario básico integral de $60.473 diario” y, “que el señor Luis Guillermo Múnera Aguilar contradijo con su testimonio la certificación de ingresos del señor Luis Fernando Sierra Botero (qepd) que él mismo había suscrito”.

8.- También le endilga yerro al sentenciador al “dar por demostrado, sin estarlo que la empresa unipersonal Sajal era de propiedad del señor Luis Fernando Sierra Botero, cuando realmente (…) es de la señora Sara Inés Jaramillo Lopera”; “que los mal denominados por el Tribunal ‘balances’ de [aquella] reflejaban utilidades del 60%”; “que el ingreso del [occiso] al momento de la muerte era de $3.800.000 y que ese era similar al ingreso que recibía en la empresa para la que laboró hasta principios de 1998”. 

9.- De acuerdo con lo anterior, señala que el Tribunal aplicó en forma indebida las normas sustanciales mencionadas como consecuencia de los errores de hecho cometidos, lo que incidió en la indebida tasación del lucro cesante, pues de haber “tenido en cuenta el material probatorio desechado (…) hubiera proferido “un fallo ostensiblemente diferente”, dado que “debe indemnizarse solo el perjuicio sufrido y probado”.

10.- Pide que se case la sentencia y “se liquide el perjuicio por lucro cesante con fundamento en el ingreso que realmente se probó percibía el señor Luis Fernando Sierra al momento de su fallecimiento” y se modifique la condena al pago del capital anticipado por tal concepto permitiendo que la demandada lo realice mensualmente con la constitución de una garantía o fiducia a favor de los demandantes.

CONSIDERACIONES

1.-  En razón a que la causal invocada para quebrar el fallo impugnado se relaciona con la violación indirecta de la ley sustancial por error de hecho en “la apreciación de la prueba”, se impone recordar que esta clase de desatino “(…) acaece cuando el Tribunal cree equivocadamente en la existencia o inexistencia de un medio probatorio en el proceso o cuando al existente le da una interpretación ostensiblemente contraria a su contenido real, es decir, cuando desacierta en la contemplación objetiva de la prueba, razón por la que se ha explicado que su estructuración sólo puede tener como causa determinante una cualquiera de estas hipótesis: a) cuando se da por existente en el proceso una prueba que en él no existe realmente; b) cuando se omite analizar o apreciar la que en verdad si existe en los autos; y, c) cuando se valora la prueba que si existe, pero se altera sin embargo su contenido atribuyéndole una inteligencia contraria por entero a la real, bien sea por adición o por cercenamiento” (sentencia de 20 de junio de 2011, exp. 2000-00177-01).

Ahora bien, las sentencias objeto del recurso extraordinario de casación arriban a la Corporación amparadas de la presunción de legalidad y acierto tanto en su fundamentación jurídica como en la apreciación de los hechos y la ponderación de las pruebas que al respecto haya efectuado el  juzgador de instancia.

Empero, dicha “presunción” puede ser desvirtuada si se demuestra que la decisión en cuestión es contraevidente o raya con lo absurdo, bien porque se  aparta groseramente y de manera trascendente de las normas que regulan la materia sometida a composición del Estado por intermedio de sus jueces, ora en la consideración fáctica, ya en la estimación de los elementos de convicción.

En caso de una “contraevidencia” semejante, el fallo necesaria y fatalmente tiene que ser aniquilado para en su reemplazo pronunciar el que corresponda a la correcta aplicación de la normatividad pertinente o a la realidad que reflejen los “hechos” o se deduzca de las probanzas obrantes en el plenario, porque en suma, en casos como los analizados, la providencia no puede ser definitiva por no constituir un cierre último del debate judicial frente a la verdad que emerge del expediente.

2.-  En virtud de que la sociedad recurrente le enrostra al Tribunal haber incurrido en error de hecho por omitir la valoración de varias probanzas que infirman la base del ingreso que tuvo en cuenta para la liquidación del perjuicio en su modalidad de lucro cesante, la revisión del plenario, en relación con tal aspecto, registra como elementos de convicción con trascendencia para la decisión que se está adoptando, los que a continuación se especifican:

a.- Constancia expedida por el jefe de personal de Proplas S.A., Luis Guillermo Múnera, en la que manifiesta que Luis Fernando Sierra Botero laboró en esa compañía desde el 5 de octubre de 1987 hasta el 30 de enero de 1998, como gerente comercial, “[d]evengando un sueldo mensual de $3.822.750.oo” (folio 15 c.1).

b.- Testimonio del mismo en el que refiere que el último salario del fallecido en Proplas “era aproximadamente de tres millones ochocientos mil pesos, discriminados así: Salario oficial un millón ochocientos ochenta aproximadamente, y especial un millón novecientos”, correspondiendo éste a una parte “que se pagaba por fuera o por debajo del salario oficial” a cargo “del señor Roberto Emilio Arango López contador de Proplas S.A.”, a quien le correspondía certificarlo y precisar con cargo a qué cuenta se pagaba y si afectaba los estados financieros de dicha sociedad. 

Agrega que el señor Luis Fernando Sierra tuvo contrato escrito con la referida empresa, pero “[l]amentablemente se traspapeló”. Al ser interrogado sobre si en relación con el pago del salario, el occiso firmaba algún comprobante contable manifestó: “En la parte oficial debía firmar un comprobante de cheque, en la otra parte se la remito al señor Roberto Arango”. Al responder el interrogante “[c]on qué salario fue afiliado a Su salud y al I.S.S. el señor Sierra”, contestó: “Afiliado, no lo conozco por que él entró por Polides o por Lamiplas, lo que sí puedo manifestar es lo siguiente que el último salario que debe aparecer tanto en el I.S.S., como protección o Susalud, fue de un millón ochocientos ochenta como integral” (folio 50 c.4).

c.- Versiones de Andrés Bejarano Palacio, director industrial de la sociedad Prebel S.A., Sergio Arango Montoya, gerente de la división de joyería de C.I. Travel,  Jorge Enrique García Arango, funcionario de Prebel S.A. y jefe de desarrollo de nuevos productos para la marca Avon y, María Gilma Gómez Montoya jefe de logística de Avon, quienes dan cuenta del desempeño profesional, relaciones, negocios y proyecciones  comerciales del esposo y padre de los demandantes, los que más adelante se resaltarán.

d.- Inspección judicial a la empresa Proplas S.A., (folio 89 c.4) dentro de la cual se obtuvo copia de la “liquidación de contrato de trabajo” del señor Luis Fernando Sierra Botero con un salario básico integral de liquidación de $60.473 durante un “tiempo total de servicio [de] 3716 días” que comprende el período del 5 de octubre de 1987 a 30 de enero de 1998, arrojando como monto de aquella, la suma de $423.311, a la que se le dedujo $36.932 “por salud, protección pensión, solidaridad protección [y] retención en la fuente” quedando un neto a pagar de $386.379. Así mismo se incorporó copia de “pago de nómina desde: enero 01 de 1997 hasta: diciembre 31 de 1997” en la cual se registra un total devengado de $22.942.557, con deducciones de $3.186.009 y “neto a pagar” de $19.756.548. Formulario de “solicitud de vinculación pensiones - salud - riesgos profesionales” del Instituto de Seguro Social, de fecha 95-10-10, en donde se registra un ingreso mensual de $1.042.720.

e.- “Reporte de la historia laboral del asegurado Luis Fernando Sierra”, en el cual se consigna que para enero de 1998, el causante tenía un ingreso base de liquidación de $1.269.933. Este mismo dato es ratificado en respuesta del 15 de abril de 2003 ofrecida por el Instituto de Seguro Social (folios 5 y ss – 170 y ss c.5). 

f.- “Extracto de cuenta individual - Fondo de Pensiones Obligatorias”, en donde también se plasma la suma anterior como monto soporte de cotización, para 1997.

g.- Copia de las declaraciones de renta por los años 1997 y 1998, reportándose en la primera de ellas, un total de “ingresos” de $50.985.000 que corresponden, $22.859.000 a “salarios y demás ingresos laborales” y $28.126.000 a “dividendos y participaciones” y, en la segunda, de $16.270.000, discriminados así: $1.270.000, por el concepto inicialmente citado y $15.000.000 por “honorarios, comisiones y servicios”.

h.- Certificación del contador público Jairo Jiménez Toro de que “entre mayo y noviembre de 1998, el señor Luis Fernando Sierra Botero (…) obtuvo ingresos por ventas por la suma de $85.886.881 y realizó compras para el desarrollo de su actividad empresarial por valor de $33.927.056, lo cual representó una utilidad de $51.959.825, correspondientes a una utilidad neta de 60%”, lo que hizo “a través de la empresa Sara Jaramillo L. E.U. (…) como figura inicial mientras estructuraba su propia empresa”.

Agrega que “[e]ste concepto está soportado en el siguiente análisis: En tan sólo seis meses de 1998 la gestión comercial del señor Luis Fernando Sierra generó ingresos por $85.886.881, valor que proyectado a un período de 12 meses equivaldría a $171.773.762” y asumiendo que el mismo “hubiese podido continuar cada una (sic) de los años siguientes con una gestión apenas idéntica a la lograda en el primer año (…) los ingresos generados por Luis Fernando Sierra Botero en el periodo acumulado 1999 a 2007 serían superiores a los 2.450 millones”. 

i.- Un primer dictamen pericial calculó el lucro cesante sobre las distintas sumas que se dice, percibía el occiso cuando era empleado del Proplas, esto es, $3.822.750, $1.880.000 y $216.000 y otro, rendido como prueba de la objeción al anterior, que partió de $3.800.000, como ingreso base de liquidación.

j.- Los registros civiles aportados acreditan el deceso del señor Luis Fernando Sierra Botero, su matrimonio con Sara Inés Jaramillo Lopera y el nacimiento de su hijo Luis Fernando Sierra Jaramillo.

3.- Dado que la polémica que concita a la Corte, incorporada por la demandada recurrente, únicamente atañe al monto del lucro cesante a que ésta fue condenada, pues no se discute ninguno de los elementos de la responsabilidad civil extracontractual, que por tanto, se parte de su acreditación, la Sala circunscribirá su análisis, al tema que ha sido propuesto en la censura extraordinaria.

4.- Como aspecto preliminar, se recuerda que el recurso de casación se halla orientado a juzgar la sentencia impugnada y no el litigio en sí mismo considerado, pues de hacerlo, mutaría aquel en una tercera instancia, que la ley no prevé. En consecuencia, el mismo se dirige a que la Corte determine, dentro de los límites trazados por la censura, si el fallo combatido se encuentra o no ajustado a la ley sustancial o, en su caso, a la procesal; sin desconocer, claro está, que el juzgador de instancia goza de una discreta autonomía para apreciar los medios demostrativos, según los dictados de la sana crítica, esto es,  está bajo el apremio de enjuiciarlas con soporte en el sentido común, la lógica y las reglas de la ciencia y de la experiencia.

Lo anterior explica la razón por la cual, cuando el ataque se construye sobre la base de haberse cometido un error de hecho que como vía indirecta integra la 1ª causal de casación, su demostración presupone, entre otras exigencias, que la inferencia probatoria atacada sea abiertamente contraria al contenido objetivo de la prueba, lo cual comporta que sólo se estructurará en la medida en que sea tan notorio que a simple vista se manifieste, sin mayor esfuerzo ni raciocinio, o, lo que es igual, de tal magnitud que resulte ostensiblemente contrario a la evidencia del proceso.

5.- Pero adicionalmente, cuando se trata de la causal primera de casación, en cualquiera de las especies de violación de las normas sustanciales a que ella se contrae, los reproches formulados deben comprender todos y cada uno de los fundamentos de la providencia en los que ella se sustenta, en el claro entendido de que si cualquiera de estos se pretermite o se ignora o de alguna manera subsiste para mantenerla en pie, no hay lugar a quebrarla, toda vez que la Corte, dado el carácter dispositivo y restricto propio del recurso extraordinario, tampoco puede de oficio completar la tarea recortada que a ese respecto se le proponga.

En lo que atañe a este necesario requisito de orden técnico, la Sala ha venido reiterando como carga del recurrente que “(…) despliegue la acusación de modo tal que comprenda todos los fundamentos del fallo impugnado, pues si deja uno de ellos al margen de la censura, sirviéndole de estribo a la decisión judicial, ésta no puede ser casada...”. (sentencia de 14 de diciembre de 2010, exp.  2000-00212-01).

6.- En el presente asunto, se advierte que la acusación formulada contra la sentencia impugnada, aun de establecerse las circunstancias esgrimidas por la censura y en su momento descritas, el ataque deviene insuficiente porque se mantiene enhiesta la consideración del Tribunal relacionada con las calidades, aptitudes profesionales y comerciales del fallecido, lo mismo que sus proyecciones lucrativas, que lo llevaron a determinar como base de la liquidación del lucro cesante, la suma de $3.800.000.

En efecto, el censor nada opuso al planteamiento del juzgador de segundo grado en cuanto que a pesar de “hallarse establecida la existencia del daño y su naturaleza (…) no es factible precisar su cuantía (…) [e]n esos casos, huelga decirlo, en los que es clara la percepción de lucro por parte del occiso (…) se ha acudido a la equidad, lo cual no quiere decir que se cuantifique el perjuicio con soporte en simples suposiciones o fantasías [pues] se debe tener en cuenta la entidad de la actividad lícita-lucrativa desplegada, la preparación profesional que ella demanda, la trayectoria de la persona en el desarrollo de la misma, el reconocimiento del sujeto en el desempeño de la labor, los antecedentes laborales, la normal remuneración de ese tipo de actividades en el mercado, el estrato social en que el individuo y su familia se desenvolvían, los movimientos económicos que mensualmente se daban, los bienes que poseía, junto con su activo y su pasivo, su declaración de renta y, en fin cualquier otra circunstancia que permita establecer con mediana verdad o razón el quantum de los ingresos del occiso, que generaban la fuente de ayuda económica de su grupo familiar”.

Tampoco cuestionó y menos desvirtuó el argumento de que “Luis Fernando Sierra Botero, de quien se puede decir, era un sujeto profesional, capacitado, de reconocida trayectoria y mística, que a sus escasos 38 años había alcanzado puestos de vanguardia como el de gerente comercial de una empresa del sector de los plásticos, incluso con una asignación mensual muy por encima de la media nacional, aún para personas profesionales”. 

Así mismo dejo en píe la aseveración de que luego de haberse retirado de su puesto laboral, “en el presente caso hay prueba de que en pocos meses Luis Fernando Sierra Botero había cerrado importantes contratos de suministro (…) se convirtió en proveedor de Prebel S.A. cerrando con ellos cuatro proyectos de abastecimiento de insumos plásticos, tales como vasos, Limas, espátulas y envase de talco…”, a la par que C.I. Travel “le compró tres moldes para artefactos de plástico”.

Igual acaece con la manifestación de que “el cálculo del lucro cesante (…) con cimiento en una renta de $3.800.000 (…) ni por semejas resulta inverosímil, en tanto dígase además, que a la anterior ilustración se deben aunar los balances de la empresa Sajal E.U. de propiedad del occiso, que reflejan utilidades del 60%, siendo obvio pensar que el absurdo accidente acabó con la vida de un próspero empresario”, pues si bien se halla demostrado que la referida sociedad, figuraba en cabeza de su cónyuge y el extinto era su gerente general, no se desvirtuó la ausencia de utilidades que Sajal obtuvo por la gestión de aquel en el porcentaje certificado por el contador público Jairo Jiménez Toro, aludido en el fallo.

Téngase presente que a voces del artículo 777 del Estatuto Tributario, la certificación de contador público es prueba contable, obviamente, cuando permite llevar al convencimiento del hecho que se pretende probar y se sujeta a las normas que regulan el valor probatorio de la contabilidad. 

Reza dicho precepto que “Cuando se trate de presentar en las oficinas de la administración pruebas contables, serán suficientes las certificaciones de los contadores y revisores fiscales de conformidad  con las normas legales vigentes…”. 

Como el censor no infirmó el valor demostrativo que a dicha certificación le dio el ad quem, el vigor de tal determinación, se mantiene.  

Finalmente, luce erguida la conclusión que como el fallecido “no era un sujeto común y corriente, sino un profesional connotado, con proyección y con un promisorio futuro económico (…) al instante de su muerte, como mínimo estaba obteniendo unos ingresos similares a los que recibía en la empresa para la que laboró hasta principios de 1998, lo que impone que el cálculo de lucro cesante se haga con cimiento  en una renta de $3.800.000.oo (…)”.

7.- En este orden de ideas, si las precedentes consideraciones le sirvieron al Tribunal para deducir el ingreso base de la liquidación del daño patrimonial, en su modalidad de lucro cesante, y en contra de ellas no se formuló queja alguna, el cargo, entonces, resulta incompleto, toda vez que el recurrente afrontó de modo insuficiente la providencia reprochada respecto de los mencionados puntales expuestos por el Tribunal, conclusiones probatorias que le siguen sirviendo de suficiente respaldo y que, se repite,  ante la ausencia de cuestionamiento la erigen en invulnerable, quedando por lo tanto incólume la presunción de acierto que la cobija y con la que llega amparada a la Corte, todo lo cual se muestra bastante para desestimar la acusación.

8.- Ahora bien, en la hipótesis de que pudiera superarse la deficiencia acabada de advertir, el reproche tampoco podría prosperar, puesto que las inferencias extraídas por el sentenciador de segunda instancia para calcular el lucro cesante, motivo de censura, a partir del soporte probatorio, no pugnan de manera ostensible con el contenido objetivo del que fue denunciado como omitido o apreciado indebidamente; por el contrario, tales elementos de persuasión revelan hechos que sirven de pábulo a la tesis planteada en la decisión opugnada, como a continuación se plantea.

El casacionista lamenta que el ad quem no hubiera apreciado la respuesta al derecho de petición ofrecida por el Instituto de Seguros Sociales de fecha 15 de abril de 2003, el extracto de cuenta individual del Fondo de Pensiones Protección S.A., las declaraciones de renta del señor Luis Fernando Sierra Botero correspondiente a los años gravables 1997 y 1998, ni la inspección judicial con exhibición de documentos a la compañía Proplas S.A., última empresa en donde aquel laboró antes de independizarse, demostrativas de que lo devengado por el occiso en Proplas S.A. no alcazaba a los $3.800.000 que el Tribunal tuvo en cuenta para liquidar el lucro cesante, pues según la última probanza aquí referida al “señor Luis Fernando Sierra para enero de 1998 le fue liquidado su contrato de trabajo (…) con un salario básico integral de $60.473 diarios”, equivalente a “una suma mensual de $1.814.190”.

9.- En relación con este ataque ha de señalarse que, si bien el sentenciador no se refirió de manera explícita, visible u ostensible a las piezas procesales denunciadas como preteridas, lo cierto es que su conclusión, permiten suponer razonablemente su valoración; sólo que otros elementos de convicción le permitieron concluir un monto distinto del sugerido por el censor, para fincar la indemnización.

Ha dicho la Corte que “(…) la falta de mención de una probanza por sí misma no siempre comporta preterición del elemento probativo respectivo, particularmente, cuando del contenido integral del fallo, y la exposición del juzgador, puede deducirse su valoración implícita, así no se haya hecho ostensible” (sentencia de 17 de mayo de 2011, exp. 2005-00345-01).

De todas formas, la documental que el censor refiere como ignorada alude a época pretérita, concretamente a la de empleado y no a la de ocurrencia del hecho luctuoso, cuando el señor Luis Fernando Sierra Botero se desempeñaba como independiente. 

Así mismo, para descalificar la base de ingresos inferida por el Tribunal para indemnizar el lucro cesante a los actores, el recurrente extraordinario le enrostra a aquel la apreciación errónea de los testimonios vertidos por “Andrés Bejarano Palacio y María Gilma Gómez Montoya” esgrimiendo que con respecto al desarrollo de la empresa Sajal, ellos “expresaron que ‘la producción de (…) envases era encargada a terceros según la estrategia definida por Luis Fernando Sierra”. Igualmente, que no hubiera tenido en cuenta el testimonio del señor Jorge Enrique García Arango, ni el interrogatorio de parte de la demandante Sara Jaramillo con los cuales se establece que la empresa Sajal estaba iniciando, “no tenía planta de producción de insumos, únicamente tenía los moldes para producirlos”.

10.- Respecto de los citados reparos, la Sala no evidencia el yerro endilgado y menos con la connotación de protuberante, puesto que los mismos sí fueron evaluados y de todas formas, la inferencia que a partir de ellos efectuó el Tribunal, no pugna con la lógica o el sentido común, cuyo dislate pudiera acarrear el derrumbamiento de la sentencia, porque con base en la razón de sus dichos, concluyó que las condiciones particulares del profesional obitado, le permitían partir del ingreso que finalmente adoptó para indemnizar a los perjudicados.

11.- En efecto, y a riesgo de ser reiterativa en los soportes probativos, la Corte encuentra que con base en lo declarado por “Andrés Bejarano Palacio, director industrial de Prebel S.A. (…) Sergio Arango Montoya, gerente de la división de Joyería de C.I. Travel (…) [y] María Gilma Gómez Montoya, Jefe de Logística de Avon”, el ad quem dedujo que “el padre y esposo de los demandantes no era un sujeto común y corriente, sino un profesional connotado, con proyección y con un promisorio futuro económico [por lo cual podía deducir que], al instante de su muerte, como mínimo estaba obteniendo unos ingresos similares a los que recibía en la empresa para la que laboró hasta principios de 1998”.

Con ese mismo sustento persuasivo expuso que “(…) en el presente caso hay prueba de que en pocos meses Luis Fernando Sierra Botero había cerrado importantes contratos de suministro (…) se convirtió en proveedor de Prebel S.A. cerrando con ellos cuatro proyectos de abastecimiento de insumos plásticos, tales como vasos, Limas, espátulas y envase de talco…” y, que C.I. Travel “le compró tres moldes para artefactos de plástico”.

Al revisar las atestaciones recaudadas, se advierte que Andrés Bejarano Palacio expuso que “Luis Fernando Sierra fue proveedor de Prebel desde el momento en que comenzó a trabajar con su hermano Juan David en la empresa Lamiplas S.A., suministraba para Prebel algunos empaques plásticos y ofreció el servicio de decoración de envases, posteriormente Lamiplas se fusionó con la empresa Proplas y Luis Fernando era el gerente comercial de dicha empresa, con la cual Prebel ha tenido importantes relaciones comerciales desde hace más de 20 años”. 

Agrega que aquel “se independizó y comenzó a establecer un negocio para proveer empaques plásticos a diferentes Cias entre las cuales se contaba Prebel y por lo cual seguimos teniendo relaciones comerciales después de su retiro de Proplas (…) él siguió siendo nuestro proveedor en el corto tiempo que estuvo independiente se le aprobaron 4 proyectos para proveernos de insumos entre los cuales recuerdo un vaso plástico, una lima plástica, y una espátula, también trabajó en el diseño de un molde para talcos y cosméticos el cual no alcanzó a finalizar completamente hasta el día en que falleció”.

Así mismo indicó que “de los 4 proyectos que se estaban trabajando con Luis Fernando, dos fueron creados por iniciativa [suya] y otros dos fueron hechos por encargo de Prebel (…) que el molde diseñado por [él], de envase para talco fue vendido por Sara Jaramillo a una empresa de plástico llamada Truher la cual actualmente nos provee dichos envases, esto fuera del hecho de que muy seguramente le hubiéramos comprado estos envases a Luis Fernando Sierra. (…) para la época del diseño del molde se estaban comprando entre un millón y millón y medio de unidades anuales actualmente, la cifra está aproximadamente en setecientas mil unidades y el precio aproximado es de quinientos pesos por frasco”. 

(…) [p]or conversaciones que tuve con él se que tenía negocios con Ebel, Univil, y varios clientes en el Hueco. (…) En mi concepto Luis Fernando tenía excelentes proyecciones por varias razones: Primero en un plazo muy corto logró concretar varios negocios significativos además, poseía una amplia experiencia en el tema y tenía una excelente reputación tanto en el aspecto personal, como en el aspecto profesional” (folio 53 c.4).

Por su parte, Sergio Arango Montoya, gerente de la división de joyería de C.I. Travel declaró que Luis Fernando Sierra Botero tenía una empresa de plásticos y que en aquella le compraban a éste su producto. A la pregunta de si sabía a cuánto ascendían los ingresos mensuales del occiso respondió: “no tengo conocimiento pero calculando de manera personal, en su época podría ganarse entre 5 y 6 millones de pesos le calculo yo (…) [c]on base en su nivel de vida que llevaba lo que había adquirido en la vida y su profesión” (folio 58 c.4).

Jorge Enrique García Arango, jefe de desarrollo de nuevos productos para la marca Avon indicó que luego de haberse independizado a principios de 1998, Luis Fernando Sierra “estableció contactos por intermedio de la empresa Sajal (…) para ofrecernos productos o insumos que fueran de nuestro interés una vez analizadas estas propuestas de desarrollo se sometieron a aprobación al interior de la empresa y se empezaron a desarrollar algunas de las propuestas ofrecidas, tales como lima para los cayos (sic) de los pies, espátula, crema depilatoria (…) se tenían en estudio otros proyectos que él estaba desarrollando (vaso tomador para niños, envase y tapa talcos rociadores)” alcanzándose “a concretar algunos de ellos tales como la lima mencionada anteriormente, la espátula también mencionada anteriormente” habiéndose realizado  “dos pedidos de la lima únicamente”. Comentó que el precio de cada lima era de “[a]proximadamente doscientos cincuenta pesos” y que Prebel le pidió para comprarle “alrededor de setenta mil limas (…). De la espátula, el presupuesto era de aproximadamente setenta mil unidades por año y a un precio unitario de ciento veinte pesos, del vaso tomador, el presupuesto al año es aproximadamente de ciento veinticinco mil unidades a un precio unitario de trescientos sesenta pesos aproximadamente, ciento sesenta mil limas a un precio de doscientos cincuenta pesos”.

Refirió que le fueron pagados dos moldes, uno correspondiente a la espátula y otro, al vaso tomador, por valor aproximado de 9 y 14 millones de pesos, respectivamente y que “estos dos moldes como son de propiedad de Prebel fueron pagados al cien por ciento por nosotros”. Respecto de la empresa iniciada por Luis Fernando Sierra consideró que “tenía buenas proyecciones pues en solo 9 meses que trabajó como independiente, generó nuevos proyectos que fueron aprobados o en vía de aprobación por Prebel S.A., considero que la experiencia que tuvo en el sector plástico en Proplas S.A. era suficiente para ser proveedor aprobado por la compañía” (folio 58 c.4).

La jefe de logística de Avon, María Gilma Gómez Montoya, testificó que Proplas, en donde Luis Fernando Sierra se desempeñaba como gerente comercial, era proveedor de Prebel, en todos los plásticos que produce esa compañía y que luego de su desvinculación, aquél “decidió montar una empresa que la llamó Sara Jaramillo Empresa Unipersonal, donde ofrecía también productos plásticos. Fernando ya conocía las necesidades del mercado y en especial las de Prebel, por eso decidió que para él era más fácil empezar a ofrecer ese tipo de servicios pero sin tener una estructura administrativa, en donde le producían terceros y él comercializaba, la realidad es que él no iba a tener infraestructura (…) industrial sino comercial”. Que antes de su muerte “ya estaba facturando lo que es el vasito y la lima, esos dos nada más”, siendo el vaso “molde de Prebel y la lima (…) de Luis Fernando”.

También refiere que éste “tenía un conocimiento global del mercado, sabía cuáles eran sus carencias y adicional a eso los años de experiencia que había tenido en las otras empresas, pues él ya había adquirido nombre propio, entonces ya con estos dos ingredientes Good Will y conocimiento del mercado ya podía él montar su propia empresa” (folio 63 c.4).

Ahora, los dictámenes periciales y en especial el rendido como prueba de la objeción propuesta contra el que calculó el lucro cesante sobre $3.822.750, $1.880.000 y $216.000, ratifica la ausencia de error en el sentenciador. Véase que para concluir en la base de liquidación de la que partió tuvo en cuenta, entre otras probanzas, los testimonios de Luis Guillermo Múnera Aguirre, Andrés Bejarano Palacio, Sergio Arango Montoya, Jorge Enrique García Arango y María Gilma Gómez Montoya.

El auxiliar de la justicia, al respecto expuso: “De la confrontación de toda esta prueba testimonial, amén de la documental obrante en el expediente, y de las averiguaciones realizadas con profesionales independientes, se ha arribado a una conclusión que se expondrá en su fundamento a continuación, y es que la suma más acercada a la realidad, para cimentar la evaluación de los perjuicios en el rubro de lucro cesante, es de tres millones ochocientos mil pesos ($3.800.000), netos”.

En la ampliación al mismo, indicó que para arribar a un salario base “se tomaron en cuenta los testimonios vertidos en autos, y de cada uno se hizo un recuento en lo primordial, y sin usurpar la función valorativa de la prueba, que corresponde al resorte exclusivo del fallador, se hizo una aproximación tomando en cuenta cada uno de ellos. Por otra parte, este perito se tomó el trabajo de averiguar con varios ingenieros dependientes e independientes, las posibilidades económicas del profesional en la ingeniería que con renombre se dedica a ejercer en el campo de la comercialización de envases y productos similares, sin el montaje de infraestructura de maquila contratando con terceros la fase de producción pero asumiendo como se dijo el diseño de comercialización. Por ello no se tomaron cálculos de costos administrativos, pues sólo le correspondía el pago de manufacturación.- Sobre la explotación de moldes, se incluyó dentro de esa valoración, y la posibilidad que tenía de desarrollar nuevos moldes. Para rematar, hay que dejar claro que no se tuvo en cuenta soporte contable alguno por no tenerlo a disposición, y ningún elemento de tal tipo. Iteramos que el soporte fáctico salió de la declaración de los testigos arrimados al proceso, y de la investigación propia realizada en el mercado”.

12.- Lo anterior pone de presente 
que el cargo aquí planteado, patentiza la personal percepción del censor respecto de los elementos probatorios, sus críticas y desavenencias, buscando imponer su propia visión y hermenéutica que a pesar de poderse tildar de razonable, no alcanza a demostrar un error tan ostensible, protuberante, evidente e incidente, capaz de derrumbar la presunción de veracidad, legalidad y acierto de la sentencia recurrida, dado que la conclusión a que arribó el Tribunal, respecto del ingreso base de liquidación del lucro cesante, no solo fue construida sobre elementos de convicción regular y oportunamente allegados al proceso, sino que se halla dentro del terreno de la lógica y la sensatez. 

En tales condiciones, como la determinación atacada, no solo tuvo como soporte para la liquidación del pluricitado daño, la certificación y testimonio de Guillermo Múnera Aguilar, jefe de personal de Proplas S.A. cuestionada por el recurrente extraordinario, sino los restantes elementos demostrativos antes aludidos, que holgadamente permitían la conclusión que en el aspecto discutido aquel extrajo, el error protuberante necesario para la demolición del fallo, no se estructura.

Es más, el Tribunal no acogió el monto certificado por el Jefe de personal de Proplas de $3.822.750, sino que partiendo de las calidades personales, cualidades profesionales, destrezas mercantiles y futuro promisorio del obitado, le pareció equitativo tasar el referido daño sobre una base de $3.800.000, menor a aquel; de donde entonces, “así pudiera discreparse de su entendimiento, éste no resulta contraevidente por absurdo, ni la alternativa del censor es la única posible o admisible para descalificarlo, tanto más que ‘si un mismo hecho admite una o más interpretaciones que no pugnen con la evidencia, la circunstancia de que el Tribunal elija la que en el sentir del recurrente y aun en el de la Corte, no sea la más atendible, no sería constitutiva de error evidente’ (…) ya que únicamente cuando su conclusión es tan contraevidente por absurda u opuesta a la lógica y al sentido común, podría estructurarse el yerro” (sentencia de 17 de mayo de 2011, exp. 2005-00345-01).

13.- En todo caso, el criterio de "equidad" invocado por el ad quem para determinar el lucro cesante, no se muestra arbitrario, sino que cuenta con el respaldo jurisprudencial de esta Sala, pues en abundantes precedentes, con apoyo en tiempos recientes en lo establecido en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, la Corte ha señalado que si el daño -en particular, el lucro cesante- está debidamente acreditado, resultaría inequitativo no acceder a la reparación por las dificultades e inconvenientes que se enfrenten en la labor de cuantificar en términos monetarios el perjuicio, particularmente en el caso de los trabajadores independientes, lo cual claro está, no implica soslayar o desconocer las cargas probatorias que el ordenamiento establece a cargo de quien demanda la reparación. 

En este sentido, la Sala en fallo de 5 de octubre de 2004, exp. 6975 expuso:

“(…) en aquellos casos en que ese lucro cesante está íntimamente vinculado con los dineros que el occiso recibía como contraprestación por sus actividades personales lucrativas y lícitas, cuando quiera que medie una relación laboral, la pauta que el juzgador ha de tener en cuenta para cuantificar ese rubro se deduce, por lo general sin mayor dificultad, del monto de los salarios que devengó el trabajador durante la época que precedió a su óbito, los que se promediarán, según suele hacerse, si fueran variables. De la base así obtenida se descontará la proporción en que habría de calcularse lo que destinaba para sus gastos personales y el excedente se dividirá entre los perjudicados, sin perder de vista, en ningún caso, que como el hecho que da lugar al daño no puede legítimamente convertirse en una fuente de ganancia o enriquecimiento para los reclamantes, ha de procurarse, en lo posible, que la indemnización que el cónyuge y los deudos del desaparecido reciban, se acompase con lo que éste en vida les proporcionaba, ni más ni menos, tal y como si la muerte no hubiera tenido ocurrencia.

“Pero hay oportunidades, también, en que tal laborío de demostración se torna más complejo, en razón, v. gr. de que no obstante existir la cabal convicción de que -si no en forma permanente, sí por lo menos frecuente- el difunto ejercía actividades lícitas lucrativas, de manera independiente, esto es, por fuera de una relación laboral o de una contratación semejante, se carece de la prueba directa que permita establecer sin mayor tropiezo la respectiva remuneración pecuniaria. Desde luego, en estas hipótesis, la ausencia de prueba del monto exacto de los dineros obtenidos por tales actividades no significa que el causante no las hubiera realizado, o que no se causó o percibió la respectiva contraprestación, o que hubiera dejado de destinar parte de dicha remuneración a cubrir los gastos de sostenimiento de su familia, por lo que resultaría abiertamente contrario a la equidad que -por las resaltadas dificultades de tipo probatorio- se negara a los afectados la indemnización a que ciertamente tienen derecho de conformidad con las normas que regulan el tema, contenidas, principalmente, en los artículos 1613, 2341, 2343 y 2356 del Código Civil, pues ello sería tanto como cerrar los ojos ante una realidad incontrastable: que el alimentante de todos modos cumplía cabalmente con sus obligaciones.

“Con referencia específica al invocado principio de la equidad, vale la pena recordar, además, con apego a numerosos contenidos doctrinarios, jurisprudenciales y, por supuesto, normativos, que no obstante las consecuencias inherentes al ejercicio de la delicada carga probatoria atrás aludida, hay casos en que sería injusto no concretar el valor de la indemnización so pretexto de que a pesar de estar demostrada la existencia del daño, su cuantificación no ha sido posible, pues ante esta circunstancia, el juez, además de estar impelido a usar las facultades oficiosas que en materia probatoria ponen a su alcance las normas procesales, ha de acceder a criterios de equidad que le impiden soslayar los derechos de las víctimas. De ahí que, atendiendo expreso mandato constitucional (art. 230 de la C. P.) y ‘en guarda del espíritu de equidad que ha de atemperar siempre la aplicación judicial del derecho’, al juez no le esté permitido pasar por alto que ‘el daño en cuestión, aunque futuro, ha de ser resarcido en tanto se muestra como la prolongación evidente y directa de un estado de cosas’ que, además de existir al momento de producirse la muerte accidental del causante, ‘es susceptible de evaluación en una medida tal que la indemnización no sea ocasión de injustificada ganancia para quienes van a recibirla y comprenda por lo tanto, sin caer desde luego en el prurito exagerado de exigir exactitud matemática rigurosa en la evidencia disponible para hacer la respectiva estimación, el valor aproximado del perjuicio sufrido ... ni más ni menos’. (sent. de 7 de octubre de 1999, exp. 5002).

“En efecto, ante la configuración de  excepcionales circunstancias fácticas que imposibiliten o hagan en extremo difícil deducir un equivalente exacto entre el monto de la indemnización y el daño material padecido por las víctimas y por cuanto ‘dicho monto no viene a desempeñar, en la generalidad de los casos, sino la función de satisfacer, enfrente de los beneficiarios, cierto bienestar que reemplace al que fue arrebatado por la muerte de una persona’, se colige, siguiendo otros precedentes jurisprudenciales, que la simple dificultad de tipo probatorio, per se, no puede cerrar el paso a la merecida indemnización, pues ‘si ello fuere así, los perjuicios morales de tan inasible evaluación, no podrían jamás representarse en cantidades pecuniarias’, lo que, en el entendido de que ‘la ley no dice cuál es el criterio adoptable para tales justiprecios’, lleva ineluctablemente a concluir que ‘en esta labor es indispensable acudir a las reglas generales del derecho’, admitiendo que ‘el juez está dotado de alguna relativa libertad para llegar a conclusiones que consulten la equidad, siendo, como es, irrealizable a todas luces una justicia de exactitud matemática’, y que, tratándose de daños ciertos que se proyectan en el futuro, ‘la prestación de la indemnización debe consultar una compensación equitativa que ponga a los damnificados en una situación patrimonial más o menos equivalente a la que tenían antes del acontecimiento que les causó el menoscabo’ (XLVI, págs. 689 y 690).

“Y no está por demás recordar que la equidad se erige en uno de los más caros criterios teleológicos que debe caracterizar la gestión judicial, no sólo para interpretar la ley cual lo disponen los artículos 32 del Código Civil y 8º de la Ley 153 de 1887, sino para definir tópicos ajenos a la labor hermenéutica propiamente dicha, inclusive de naturaleza probatoria, pues, v. gr., de conformidad con la Ley 446 de 1998, dentro de cualquier proceso que se surta ante la administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas, ‘atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales’ (art. 16, se subraya).

“(…)
“Así, a guisa de ejemplo, la Sala memora que la jurisprudencia de esta Corporación, de antaño ha encontrado en la equidad, aún mucho antes de que la ley aludiere expresamente a ella, un criterio valiosísimo en orden a dilucidar lo atinente a la cuantificación del lucro cesante, presente y futuro, solución aplicable, inclusive, para el evento en que esa modalidad de perjuicio material haya derivado de la interrupción de la asistencia alimentaria a los reclamantes, cuando quiera que -a diferencia de lo que por lo regular acontece de mediar una relación de tipo laboral-, ni la actividad lucrativa, ni su remuneración se pueden encuadrar en parámetros temporales y numéricos que ofrezcan mayor uniformidad.

“Ciertamente, en múltiples ocasiones en que establecida la existencia del daño y su naturaleza, no es factible precisar su cuantía (como con alguna frecuencia ocurre tratándose de la indemnización por lucro cesante y daño futuro), la Corte ha acudido a la equidad, lo cual no quiere decir, ni de lejos, que esta Corporación se haya permitido cuantificar tal concepto con soporte en simples suposiciones o fantasías. Muy por el contrario, en las oportunidades en que ha obrado en estos términos, la Sala ha sido por demás cautelosa en su labor de verificación de los elementos de juicio requeridos para dar por ciertas las bases específicas de los cálculos por ella deducidos.

“En ese orden de ideas, se recuerda que en su fallo de 12 de marzo de 1937, ante la necesidad de definir el lucro cesante causado con ocasión de la muerte de una persona que estaba cesante para la época de su desaparición, pero que, según se acreditó fehacientemente, poco tiempo antes contaba con un empleo, remunerado a razón de $80.oo mensuales, la Sala concluyó que no obstante la terminación de la respectiva relación laboral, ‘es prudente pensar que ella estaba en aptitud o capacidad de devengar un sueldo mensual no menor de $70.oo (XLV-I, pág. 361), apreciación que guarda armonía con la contenida en la sentencia de 20 de noviembre de 1943, de conformidad con la cual, ‘el que tiene una profesión u oficio: abogado, médico, agricultor, mecánico, etc., ejerce una actividad productiva cuyos rendimientos actuales se conocen más o menos exactamente. Muerta la persona o inutilizada total o parcialmente para seguir trabajando y explotando la ocupación en que vivía, la ganancia o utilidad futura de la víctima o del lesionado es susceptible de cálculo y por ende de evaluación, teniendo por base cierta la utilidad actual’  (LVII, págs. 238 y ss.).

“Por igual, en muchos casos que así lo han ameritado, para sortear la misma dificultad de tipo probatorio en torno al quantum del lucro cesante, se ha acudido a similares patrones, v. gr. al salario mínimo. Fue así como, acudiendo a las pautas someramente reseñadas, es decir, atendiendo la asistencia económica prodigada periódicamente por el occiso; su efectiva capacidad de producción económica; la posición social del núcleo familiar al que pertenece y la vida probable de la víctima indirecta, esta Corporación ha sostenido que el monto de la indemnización será impuesto, entre otros factores, atendiendo el valor mensual de la contribución familiar frustrada, que será establecido, ‘a falta de otra prueba categórica sobre el particular’, sobre la base del salario mínimo por mensualidades (sent. de 10 de marzo de 1994, retomada más recientemente el 7 de octubre de 1999, exp. 5002).

Es más, en su fallo de 8 de julio de 1964, cuando encontró que había de disponerse una condena por los frutos que dejó de producir un predio rural por hechos atribuibles a la parte demandada, ante la imposibilidad de acreditar con exactitud su cuantía dadas las particulares dificultades probatorias que allí se verificaron, la Sala tuvo como tal, el monto de la utilidad que reportó una cosecha anterior (CVIII, pág. 292, pág. 296).

Lo anterior sin contar con otros pronunciamientos en que esta misma Corporación ha efectuado o corroborado condenas concretas, por lucro cesante, no obstante la pluricitada dificultad de tipo probatorio, acudiendo, en todos estos eventos, al principio de la equidad (LVII, pág 244; XLVI, pág 676; LVII, pág. 771; LVIII, pág. 841 y 842;  LXVIII, pág. 496; XCI, pág. 666; XCVIII, pág. 57; 30 de enero de 1964)”.

14.- De acuerdo con lo expuesto, si el Tribunal se valió de la equidad para establecer el ingreso base de la liquidación del daño patrimonial en su modalidad de lucro cesante y, aquella como instrumento auxiliar de la interpretación judicial, según lo previsto por el canon 230 Constitucional, viene aplicándose por la jurisprudencia, entonces para el caso, queda en evidencia la ausencia de demostración del dislate enrostrado al ad quem y ello impide el aniquilamiento del fallo acusado.

15.- Adicionalmente, la doctrina de la Sala, ha venido destacando la autonomía del juzgador en la apreciación del contenido o materialidad de las pruebas, preservando su raciocinio por la presunción de legalidad y acierto de la decisión, mientras no incurra en un error notorio, ostensible, protuberante y trascendente, o sea de tal connotación que por su inteligencia, la sentencia sería otra.

16.- Lo precedentemente expuesto conlleva a la improsperidad del cargo estudiado, la condena en costas a su proponente, según lo previsto en el artículo 375, inciso final del Código de Procedimiento Civil, y el señalamiento de agencias en derecho como lo dispone el precepto 19 de la Ley 1395 de 2010, modificatorio del 392 ibídem.
V.-
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

Primero: No casar la sentencia proferida el 18 de marzo de 2010 por la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, dentro del proceso ordinario promovido por Sara Inés Jaramillo Lopera, en su nombre y en representación de su menor hijo Luis Fernando Sierra Jaramillo, contra la empresa Imbocar S.A.

Segundo: Condenar en costas a la recurrente en casación  e incluir en la correspondiente liquidación que efectuará la secretaría, la suma de seis millones de pesos ($6´000.000), por concepto de agencias en derecho.

Tercero: Devolver la actuación surtida al Tribunal de origen.

Cópiese y notifíquese 
FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ

JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR 

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA

WILLIAM NAMÉN VARGAS

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ
Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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